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I.- Introducción


Si bien el Art. 143 de la ley 17418 ( Ley de Contrato de Seguro –LS- ) pareciera claro y suficiente para entender que en los seguros de vida, cuando se  pacta que el capital o renta a pagarse en caso de muerte, se abone a un tercero sobreviviente, éste  tercero adquiere un derecho propio al tiempo de producirse el evento,  (Boldó Roda C, EL Beneficiario en el seguro de Vida, Barcelona 1998), lo cierto es que en los últimos tiempos se viene verificando una divergente interpretación judicial de este precepto.



En aquellos casos en los cuales el contratante omitió designar beneficiario o la designación se hizo ineficaz o quedó sin efecto, la LS estableció una forma legal de designación, al entender que el contratante instituyó a quienes resulten a su fallecimiento sus herederos. Es a partir de una errónea interpretación de  esta disposición que, diversas decisiones judiciales vienen afirmando la plena y exclusiva competencia de  los jueces del sucesorio del fallecido asegurado, considerando que la suma asegurada resulta integrar, el acervo hereditario, e intiman a las aseguradoras depositen esas sumas, con apercibimientos de los más insólitos (
).


Tal vez esta interpretación provenga de confudir el sujeto heredero,  del objeto herencia (
).   Uno es la persona llamada a suceder al fallecido en los derechos de propiedad que conformaban el patrimonio del llamado causante, en tanto que el objeto, “herencia”, es el nombre de ese patrimonio de la persona muerta y a quien alguien ha de suceder.

Sin perjuicio de algunas dudas que pudiera suscitar,  una deficiente regulación del tema por parte de la LS respecto a quien resulta el dominus negotii en lo seguros de vida (
), lo cierto es que a partir de esta disposición por la cual se instituye  legalmente como beneficiario a los herederos del asegurado, surgen varias cuestiones a resolver
Asi, ¿quienes serán las personas que como herederos legales serán considerados beneficiarios del seguro de vida con derecho al cobro de la suma asegurada?. La misma LS, responde en el Art.145, 3er párrafo que  los herederos legales son aquellas personas que por ley suceden al contratante. Dudamos de las bondades de esta disposición, que, a la sazón, concluye produciendo erroneas interpretaciones y complicado el tema, al introducir la designación de beneficiarios en los procesos sucesorios.
Otra cuestión es saber, ¿ en su presentación ante el asegurador, como acreditan esas personas su título de legitimación, para  ejercer sus derechos con causa en el contrato de seguro de vida?. Entendemos que existen sobrados argumentos y respaldo normativo para considerar como suficiente título del estado de heredero legal, los certificados y partidas expedidas por los registros del estado civil y capacidad de las personas, en contraposición a la “declaratoria judicial del carácter de heredero”:
Por otra parte, ¿desde cuando corre el término prescriptivo para que esos legitimados puedan ejercer sus derechos frente al asegurador?  El plazo de prescripción (art. 58 LS)  para que el beneficiario ejerza sus derecho se computa desde que conoce el beneficio, pero en ningún caso ese término excederá de tres años desde el siniestro. Pareciera que así se cierrar toda cuestión y duda respecto a este tema, pero la misma pregunta sirve para  afirmar que el término prescriptivo se debe entender suspendido a partir del injustificado requerimiento de la declaratoria judicial de herederos que hace el asegurador.
En cuanto al Juez competente para entender de la acción de los beneficiarios herederos legales y  toda vez que la suma asegurada no integra el patrimonio del asegurado, el Juez del sucesorio, resulta incompetente. Por ello el asegurador puede resistir legítimamente cualquier orden emanada de Juez incompetente a cargo del sucesorio de la persona del asegurado, ya que las acciones emergentes del contrato de seguro tienen establecido, en la mayoría de los códigos procesales, los procedimientos de conocimiento ordinario, sumario o sumarísimo, pero nunca ejecutivo o sucesorio. 

II.- La donación y la institución de beneficiario


 A fin de diferenciar los derechos de los herederos mortis causae, de aquellos que por derecho propio, ex contractus que,  por el hecho de la muerte del asegurado, tienen los beneficiarios, se consideró que la relación entre los beneficiarios y su instituyente en los seguros de vida, resultaba ser  “donanti causae”.



Algunos autores, entiende que la institución de beneficiario puede ser “solvendi o credendi causae” o bien “donanti causae”( Boldó Roda, ob cit. p.67). Esta última a su vez tiene dos variantes, la de aquellos que entienden que esa liberalidad se debe entender como donanti causae inter vivos, en tanto hay otros que consideran la institución de beneficiario  donanti causae,   pero mortis causae (directa o indirecta) 
El Art.1790 del C.C establece que si se prometiese bienes gratuitamente, con la condición de no producir efecto la promesa sino después del fallecimiento, tal declaración de voluntad será nula como contrato, y valdrá sólo como testamento, si está hecha con sus formalidades.  O sea que, la institución del beneficiario, como la persona  llamada a recibir --por derecho propio-- una suma con causa en el contrato de seguro, no podría ser considerada  una donación.
Además no puede ser donación, ya que el  Art.1800 del CC señala que las donaciones no pueden comprender, sino los bienes presentes del donante, y si comprenden también bienes futuros, serán nulas a este respecto. 
La doctrina nacional resulta conteste en que la designación de beneficiario no es una donación (Halperin I., Seguro de vida sin designación de beneficiario , Rev. LL t. 49, p. 611),  pues entiende además (Morandi, J.C.F., Situación Jurídica del Beneficiario en el Seguro de Vida a favor del tercero RDCyO,  Buenos Aires, 1968, tomo 1, año 1, p 523) que:
· La donación requiere ser aceptada, la designación de beneficiario es un acto jurídico unilateral

· La donación aceptada es irrevocable, la institución de beneficiario puede ser modificada y revocada

· El pago de las primas no resulta una liberalidad a favor del beneficiario, sino el cumplimiento de una prestación contractual en cumplimiento de una obligación asumida respecto del asegurador.

· En la donación se ha de transferir la propiedad de un bien del donante, en el seguro de vida la suma asegurada nunca se integra al patrimonio, ni resulta nunca una propiedad del asegurado fallecido..
III.- El legatario y el beneficiario 


El Art. 3751 del CC dice que puede legarse todas las cosas y derechos, aún las que no existen todavía, pero que existirán después. Entonces ¿podría entenderse que la declaración  de beneficiario es una institución de legatario de la suma asegurada indicada en el contrato de seguro?. Entendemos que como la suma asegurada nunca integra el patrimonio del tomador contratante,  ni del asegurado, a  estar  por lo dispuesto en el Art. 3752 del CC el testador no puede legar sino sus propios bienes, de manera que la institución  de beneficiario no puede ser una institución de legatario. 

Otro tanto resulta de la interpretación del Art. 3767 del CC ya que mientras el legatario no puede tomar la cosa legada, sin pedirla al heredero o albacea, encargado de cumplir los legados, el Art. 142, 2do párrafo de la LS establece que el beneficiario puede accionar directamente contra el asegurador para hacerse de su crédito, sin dar intervención alguna a los herederos o albacea del fallecido.
Desechada así las posibilidades de asignar a la institución de beneficiario el carácter de donatario o legatario y aceptando la excepción de aquella declaración onerosa, cabe concluir que, interpretando el Art. 2072 de CC, conjuntamente con los Arts. 504 y  1139 del CC  estamos ante un acto jurídico a título gratuíto. Porque justamente es un acto que asegura, a una u otra de las partes del contrato, o de un tercero en cuyo favor se estableció, alguna ventaja independiente de toda prestación por su parte.

De lo cual podemos concluir que la designación de beneficiario resulta un acto jurídico perfecto, completo e inter vivos, que participa de la naturaleza de los negocios jurídico gratuitos. Tampoco resulta  una institución testamentaria de heredero, es una estipulación contractual en favor de un tercero (Pacchioni, G., Il contratto di assicurazione vite a  favore di terzi,  Rivista de Diritto Commerciale e del Diritto Generale delle obbligazioni De A.Sraffa e C. Vivante,  , Milan 1912, T. X p.965).
IV.-  La causa de los derechos de los sucesores y de los beneficiarios 


Cabe insistir y reafirmar que la institución de beneficiario constituye un acto inter vivos y por tanto no  resulta una forma de disposición mortis causae,  ya que la muerte del asegurado no constituye la causa de la adquisición del derecho propio y directo del tercero, sino que la causa de su derecho es el contrato de seguro y la muerte determina el momento a partir del cual puede ejercer ese derecho (Morandi, J.C.F., Situación…ob.cit. p.  513). 



En la concepción clásica (Planiol  -Ripert; Tratado elemental de Derecho Civil, Los bienes, , México, 1945,  p. 15, nota 2.) el “patrimonio” es un atributo de la personalidad y como tal necesario, único, abstracto, indivisible e indisponible. No obstante las críticas que se han levantado contra este principio, lo cierto es que el mismo se encuentra armónicamente integrado en todo el sistema civilista. Las posteriores contribuciones, evolución y actualización de esta noción, en nada han afectado aquel concepto subjetivo del patrimonio según el cual no es posible la existencia de esa universalidad, o  bien de un conjunto de bienes, o directamente de derechos sobre cosas, sin una persona que ejerza su señorío sobre ellas(
). 
Todo derecho sobre una cosa, sobre un bien, debe tener un dominus, pues, aún aquellos que eventualmente pudieran resultar vacantes o mostrencos (Art. 2342 inc. 3 CC) son necesaria y legalmente, propiedad del Estado.
En virtud a la concepción político jurídica de propiedad, que establece nuestro sistema jurídico, cuando deja de existir la persona del dominus patrimonial, cuando fallece ese propietario de una universalidad de derechos, necesariamente aparecerá otra persona o personas que lo seguirá en ese ejercicio de señorío sobre los bienes y cosas que eran del muerto, o sea habrá quienes resulten “sucesores” universales de ese patrimonio, con la obligación legal de liquidar el mismo, satisfaciendo a los acreedores  y quedándose con el remanente..
Así la sucesión ha sido definida en nuestro CC como la transmisión de los derechos activos y pasivos que componen la herencia de una persona muerta, a la persona que sobrevive, a la cual la ley o el testador llama para recibirla (Art. 3279 del CC).
Pero debemos aclarar que no todos los derechos nacidos con ocasión de la muerte de una persona, forman parte de su sucesión, porque sus beneficiarios los reciben a título propio, no como herederos(Borda G. Tratado de Derecho Civil. Sucesiones, Buenos Aires, 2003)
Tal es el caso de:
a) las pensiones establecidas en leyes sociales.
b) los seguros de vida, porque en tal caso el beneficiario adquiere un derecho propio (Art. 143, ley 17418); 
c) la indemnización cobrada por los parientes a raíz de un hecho ilícito, por acción  fundada en perjuicio personal de los actores .
d) el derecho a la locación por fallecimiento del inquilino
e) el derecho de habitación del cónyuge supérstite, consagrado por el Art. 3573 bis  del Código Civil. 
Concluyendo, podemos afirmar que existe coincidente opinión doctrinaria basada en lógicos fundamentos legales que:

· Los herederos legales ejercen sus derechos mortis causae o sea con causa en la muerte de quien justamente se denomina “causante”
· Los beneficiarios herederos legales ejercen sus derechos propios con causa en el contrato de seguros por haberse verificado el evento previsto, o sea por haber ocurrido la muerte del “asegurado”.
V.- El beneficiario heredero legal, no es sucesor


Resulta de pura lógica que, al haberse pactado en un contrato de seguro sobre la vida de una persona, que el asegurador queda obligado a cumplir su prestación “una vez que”, y “ sólo a partir que”,  se produce la muerte del asegurado, el derecho a la suma asegurada nunca pudo integrar el patrimonio de quien justamente ha dejado de existir.


En el mismo instante en que ha dejado de existir el asegurado, nace la obligación del asegurador a cumplir la prestación establecida en el contrato de seguro, la que es debida a los beneficiarios instituidos por el contratante en forma expresa o legalmente presumida.



Si la suma asegurada correspondiente a un seguro de vida, “nunca” y de “ninguna manera” integra el patrimonio de la persona fallecida, quien tenga derecho a esa suma como beneficiario (expresamente determinado en el contrato, o legalmente instituido)  no resultará nunca y de ninguna manera sucesor del asegurado.



La determinación de las personas de los beneficiarios, por institución legal es efectuada en la LS en favor de quienes el legislador ha presumido de los afectos directos del asegurado, o sea los herederos legales (
). De manera que el beneficiario heredero legal, será quien podrá ejercer su derecho propio con causa en el contrato de seguro (
).
VI.- El título de estado de heredero


Aclarada la cuestión del beneficiario heredero legal queda, verificar cual resulta el titulo de regitimación. Habitualmente se suele confundir la legitimación del título de estado de heredero legal de una persona, con la  declaratoria judicial de heredero. Ésta  es una institución de origen pretoriano no  contemplada en el CC de Vélez, y a partir de la reforma sólo se requiere en casos en que se torna necesaria la registración dominial de determinados bienes (Art. 3430 CC). O sea que no existe imposición legal alguna para que la acreditación de la legitimación como heredero legal, deba hacerse previa sustanciación de un proceso judicial.
El efecto normalmente acordado a la declaratoria de herederos es el de otorgar un título que permite al heredero invocar eficazmente su carácter para realizar los actos dependientes de la herencia o inscribir los bienes registrables o disponer de ellos (Art. 16 inc. b ley 17801). 
Por otra parte si la posesión hereditaria de pleno derecho se otorga a los ascendientes, descendientes y cónyuge (Art. 3410 CC.) y ellos no requieren la declaratoria de herederos para entrar en posesión de los bienes del causante, ni intervención judicial, mucho menos se les puede exigir la declaratoria de herederos para ejercer sus derechos como beneficiarios de un seguro de vida, debiendo recordar que ningún habitante de la Nación será obligado a hacer lo que no manda la ley (Art. 19 Constitución Nacional)
Ese carácter de ascendiente, descendiente o cónyuge se acredita, como regla, mediante la presentación de las partidas de estado civil (Art. 79 a 86 y 263 del CC y 96 de la ley 2393) la demostración del título de estado se ha de efectuar mediante la presentación de las respectivas partidas, debiendo considerar que el decreto-ley 8204/63 como la ley modificatoria 18327 , ha dispuesto que se puede justificar el vínculo familiar, matrimonio o filiación, por los certificados expedidos por la Dirección General del Registro Civil y sus dependencias  (Palacio L. Derecho Procesal Civil  Buenos Aires 1992).
Por lo tanto cabe concluir que en aquellos casos en los cuales en el contrato de seguro de vida, el contratante no ha instituido beneficiarios o la designación se ha tornado nula o ineficaz  las personas de los herederos legales del asegurado deberán acreditar por regla,  su carácter de tal, mediante la  presentación de los correspondientes certificados emitidos por los Registros del Estado Civil y Capacidad de las Personas.
Contra este principio se levantan algunas objeciones que pretendemos contestar:

a) Como puede comprobar el asegurador que la personas o personas que se presentan ejerciendo sus derechos como beneficiarios, resultan ser los únicos herederos legales del asegurado fallecido

b) Como puede el asegurador tener la certeza de pagar bien, y no verse obligado a un nuevo pago en favor de quienes pudieran impugnar el carácter de únicos beneficiarios  de quienes se hubieran presentado con anterioridad y cobrado la suma asegurada.

c) Porque debería el asegurador ser quien verifique la validez probatoria de los instrumentos certificados emitidos por los Registros del Estado Civil y Capacidad de las Personas.

Estos y otros cuestionamientos, de similar factura, obtienen respuesta en las disposiciones de los Arts.732, 756 y concordantes del CC, pues ciertamente el pago hecho al que está en posesión y acredite el título de estado de heredero legal, es válido, aunque el poseedor sea después vencido en juicio sobre la propiedad de la deuda. 
Por otra parte, el deudor no está legalmente habilitado  para negarse al pago requerido por quien invoca y acredita su carácter de heredero legal del asegurado, por una mera “sospecha” de la existencia de otros acreedores, ya que la duda debe ser seria y fundada (
).

Además la declaratoria de herederos, no instituye a éstos como tales, es dictada en cuanto a lugar por derecho y luego de realizar  una verificación de la verosimilitud extrínseca de validez de las partidas,  actividad que no le es dificultoso realizar a una empresa profesionalmente organizada, que cuenta con sobrado asesoramiento profesional y técnico.
De manera que quien paga al beneficiario heredero legal, que acredita su carácter de tal mediante la exhibición de las partidas correspondientes, paga bien y puede resistir validamente cualquier cuestionamiento posterior.
Admitir cualquier otra posibilidad, como cuando se ha entendido que la exigencia de declaratoria de herederos no es irrazonable,  resulta aceptar una práctica contra legem, que no sólo desvirtúa los preceptos del CC, sino que se  opone a la misma naturaleza y esencia del seguro de vida,   pues como dice Morandi (Situación… ob.cit. p. 522)  el contratante actúa en la inteligencia de estar cumpliendo con una obligación natural o moral, para dotar a determinadas personas, de manera inmediata a su muerte, con las sumas necesarias para sufragar los gastos y alimentos. 
Pero ¿podría  el asegurador válidamente exigir la presentación de un determinado documento para tener por  acreditada la legitimación del acreedor beneficiario heredero legal, a fin de proceder al pago de la suma asegurada?. Entendemos que los beneficiarios herederos legales tienen legitimación  para accionar judicialmente contra el asegurador contumaz (
), el que deberá responder además. por los daños, intereses y costas que ha provocado su mora, la cual se configura en el hecho de postergar el pago de la suma asegurada a  su debido tiempo (Art. 49 de la LS), exigiendo de manera abusiva e innecesaria una documentación (declaratoria de herederos) para tener por acreditada la legitimación de quienes se presentan como acreedores de la suma asegurada.


Los beneficiarios herederos legales  accionarían en ejercicio de su legítimo derecho propio y directo sin que corresponda promover un proceso sucesorio, ni hacerlo ante el juez del sucesorio,si éste estuviera iniciado, pues el fuero de atracción sólo funciona pasivamente, vale decir, cuando la sucesión es demandada, en cambio, cuando es actora, cuando los herederos ejercen las acciones que hubieran correspondido al difunto, se aplican las reglas comunes de la competencia (
) por cuanto, no se justificaría sacar a los demandados de sus jueces naturales. Mucho más entonces cuanto los herederos legales ejercen derechos propios  (no mortis causae).


En cuanto a los beneficiarios herederos legales que persiguen y ejercen un derecho propio y directo contra el asegurador, la aplicación de las reglas comunes de competencia se ven más que justificada toda vez que, además, la causa de su crédito es un contrato comercial de seguro.

VII.- Conclusiones

Podemos entonces concluir que en los seguros de vida, en los casos en que no se ha instituido expresamente beneficiarios, o aquella designación se tornase nula o ineficaz:

· El título de estado de heredero legal son las partidas o certificados expedidos por el Registro del Estado Civil y Capacidad de las Personas correspondientes.

· Tales certificados acreditan suficientemente la legitimación de los beneficiarios herederos legales para ejercer su acción propia y directa de cobro de la suma asegurada.

· Se torna en irrazonable y contra legem que el asegurador exija la declaratoria de herederos para tener por acreditada la legitimación de los beneficiarios herederos legales.

· Los beneficiarios herederos legales tienen expedita la vía judicial para ejercer su acción propia y directa, con causa en el contrato de seguro, acreditando su legitimación procesal mediante las partidas o certificados expedidos por el Registro del Estado Civil y Capacidad de las Personas correspondientes.

· El Juez del sucesorio resulta incompetente para entender en las acciones activas de reclamación que pudieran ejercer los herederos en su carácter de tales y mucho más los beneficiarios herederos legales contra la aseguradora vida.
· La intimación del Juez del sucesorio para que el asegurador -como tercero ajeno al proceso-,  deposite las sumas aseguradas, a la orden del mismo y como pertenecientes a los autos del sucesorio, resulta improcedente por carecer quien así lo ordena de competencia al efecto, configurando tal  orden, como los apercibimientos con los cuales se expiden, un presupuesto de abuso y extralimitación de la jurisdicción.
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� Hay casos en que se intimó a depositar  bajo apercibimiento de aplicar astreintes, o bajo la advertencia,  que de no hacerse lugar al depósito en el término de la intimación,  se pondría en conocimiento de la Justicia Criminal la comisión del delito de desobediencia


� Sin perjuicio de reconocer que suele haber interesadas apreciaciones, con fines arancelarios o fiscales, que lamentablement afectan la integralidad de la suma asegurada, cuando justamente las normas impositivas no gravan a los seguors de vida ,  muy por el contrario permiten deducir, los pagos de primas. 


�.Cuya explicación excedería este trabajo y se observa básicamente en las contradicciones entre los. 27 128 y 139  145, 4to párrafo, Art. 134  de la LS. 


� Con la excepción hecha de la propiedad fiduciaria en los términos de nuestra ley 24.441


� Determinación discrecional del legislador que bien pudo utilizar otro sistema de presunciones 


� Dos Santos, Josefa s/ Sucesión" - CCC001 - SI 83166 RSD-512-99 S - 4-11-1999 elDial - W12EA8  


� Trovatto, Salvador Roberto C/ YPF s/ juicio de conocimiento" - CNACAF - SALA I - 28/06/1994 elDial - AAC9D


� En tal sentido Sala 1 del Tribunal del Trabajo de Formosa  "Samudio, Gladys Teresa",por sí y en representación de su hijo menor Cristian Darío Cateura c/Los Rosarinos de Mobilio Hnos. y/o José Mobilio y/o Mariano Mobilio s/Reclamo Laboral, Sala I -Fallo Nº 32/94 elDial - AU34D


B.Y P. Sociedad de Responsabilidad Ltda. En J: Gimenez Eliseo Y Otros C/ B.Y P. S/ Ordinario - Inconstitucionalidad - Casación" - Fallo: 99199140 - Suprema Corte De Justicia - Circunscripción: 1 - Sala: 2 - Mendoza - 1999/04/29 elDial - MZ33EE


"Cabrera Marta Elena C/ Asar Jose Luis S/ Cobros" - Corte Suprema De Justicia - Sala Laboral y Contencioso Administrativo - 06/08/2002 en  elDial - BB531E


En contra  Garfunkel de Radzinsky, Beatriz S. c. Omega Coop. de Seguros Ltda (21/08/1990) Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, sala E(CNCom. LA LEY 1991-A, 277 - DJ 1991-1, 654


� Menciona Borda, op.cit que la jurisprudencia es unánime; señalando a: C. S. N., 22/7/1919, J.A., t. 3, p. 601; C. Civil Cap., Sala B, 1/6/1979, E.D., t. 87, p. 578; Sala C, 20/7/1953, L.L., t. 71, p. 680; C. Apel. Rosario, Sala I, 21/12/1948, L.L., t. 13, p. 104 sum. 54; C. 2ª Apel. La Plata, 26/10/1950, J.A., 1951-II, p. 1484
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